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EB 2020/044

Resolución 076/2020, de 17 de junio, de la Titular del Órgano Administrativo 

de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi / Euskal 

Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen Administrazio 

Organoaren titularra, en relación con el recurso especial en materia de 

contratación interpuesto por EUROMEX CORREDURÍA DE SEGUROS 

INTEGRAL, S.L. contra los pliegos del contrato “Servicios de mediación de 

seguros y corretaje de riesgos y seguros para Transportes Urbanos de 

Vitoria, S.A. (TUVISA)”, tramitado por Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. 

(TUVISA).

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 13 de marzo se ha presentado en el registro del Órgano 

Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de 

Euskadi / Euskal Autonomia Erkidegoko Kontratuen inguruko Errekurtsoen 

Administrazio Organoa (en adelante, OARC / KEAO) el recurso especial en 

materia de contratación interpuesto por EUROMEX CORREDURÍA DE 

SEGUROS INTEGRAL, S.L. contra los pliegos del contrato “Servicios de 

mediación de seguros y corretaje de riesgos y seguros para Transportes Urbanos 

de Vitoria, S.A. (TUVISA)”, tramitado por Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. 

(TUVISA).

SEGUNDO: La copia del expediente de contratación y del informe al que se 

refiere el artículo 56.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 

Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 

Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 

26 de febrero de 2014 (en adelante, LCSP) fueron solicitadas por este OARC / 

KEAO el 13 de marzo. No obstante, el procedimiento de recurso especial quedó 

suspendido por aplicación de lo dispuesto en la Disposición adicional tercera del 

J0D0Z-T2509-2XEQ en la sede electronica http://euskadi.eus/localizador
La autenticidad de este documento puede ser contrastada mediante el localizador

ala ez jakin liteke egoitza elektroniko honetan: http://euskadi.eus/lokalizatzailea
Nahi izanez gero, J0D0Z-T2509-2XEQ bilagailua erabilita, dokumentu hau egiazkoa den
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Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 

alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 

COVID-19. Dicha suspensión ha sido levantada por el artículo 9 del Real Decreto 

537/2020, de 22 de mayo con efectos desde el 1 de junio de 2020, y el poder 

adjudicador ha remitido en dicha fecha la documentación solicitada en su día.

TERCERO: No constan en el procedimiento interesados diferentes al recurrente 

y al poder adjudicador.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: Legitimación y representación

Consta en el expediente la legitimación de la recurrente, por ser una empresa 

que, según se deriva de su objeto social, actúa en el mercado ofreciendo los 

servicios demandados por el contrato que se impugna. Asimismo, consta la 

representación de don A.Q.Z., que actúa en su nombre.

SEGUNDO: Inclusión del contrato en el ámbito objetivo del recurso 

especial

Según el artículo 44.1 a) de la LCSP, son susceptibles de recurso especial los 

contratos de servicios cuyo valor estimado sea igual o superior a 100.000 euros.

TERCERO: Impugnabilidad del acto

Según el artículo 44.2 a) de la LCSP son objeto de recurso especial los pliegos 

que rigen la licitación del contrato.

CUARTO: Interposición del recurso en tiempo y forma

El recurso ha sido interpuesto en tiempo y forma. 
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QUINTO: Régimen jurídico del poder adjudicador

En cuanto al régimen jurídico aplicable, Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. 

(TUVISA) tiene la condición de poder adjudicador, aunque no de Administración 

Pública, según el artículo 3 de la LCSP.

SEXTO: Alegaciones del recurso

Las alegaciones del recurso son, en síntesis, las siguientes:

a) Los criterios de adjudicación desarrollados en el apartado 7.1.2 del Pliego de 

cláusulas administrativas particulares (en adelante, PCAP), “Acciones de 

Prevención de Siniestralidad en la flota” y en el apartado 7.1.3 del PCAP 

“Experiencia en la gestión de Pólizas de seguros de Circulación de los Autobuses 

de transporte urbano de viajeros/as” contemplan la experiencia de los licitadores, 

lo cual no es correcto, pues no cabe puntuar la experiencia como criterio de 

valoración cuantificable matemáticamente. Además, resulta de imposible 

cumplimiento, toda vez que en Álava única y exclusivamente existe una única 

empresa de transporte público, lo que evidencia que ninguna correduría cumple 

ni podrá cumplir dicho requisito. Finalmente, alega que los criterios atentan 

contra el principio de igualdad y libre competencia ya que favorecen u otorgan 

ventaja a quien acredite una mayor experiencia en asegurar vehículos 

destinados exclusivamente al Transporte Urbano por haber contratado 

previamente con alguna administración.

b) El recurso solicita la declaración como contrario a derecho del contenido del 

PCAP y por ende del Pliego de Prescripciones Técnicas (en adelante, PPT), con 

los demás efectos que en derecho proceda, haciendo pasar por la declaración 

de nulidad y/o anulabilidad al órgano emisor de la licitación.

SÉPTIMO: Alegaciones del poder adjudicador

El poder adjudicador alega, en síntesis, lo siguiente:
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a) La valoración de la experiencia en la prevención de la siniestralidad (cláusula 

7.1.2 del PCAP) se basa en la elevada siniestralidad de la flota, que se ha 

incrementado en los últimos años con lo que ello conlleva de incremento de las 

futuras primas de las pólizas y el coste interno de tiempo y personal por la gestión 

de las contingencias. Por su parte, la experiencia en la gestión de pólizas en 

seguros de circulación de autobuses de transporte urbano (cláusula 7.1.3 del 

PCAP) se justifica en su complejidad. De hecho, son pocas las compañías que 

aseguran pólizas de transporte urbano.

b) Cabe valorar la experiencia del personal en un contrato de prestaciones de 

carácter intelectual y las funciones a desarrollar por el equipo de mediadores se 

pueden resumir en que son de asesoramiento que han de prestarse con su know-

how, su formación y su experiencia. Una mayor experiencia repercute en lograr 

mejores condiciones en las pólizas, mejores resultados en la previsión de los 

riesgos asegurables, más exactitud en los informes exigidos, etc.

c) En ningún caso se desprende de la redacción de las cláusulas que sólo se 

vaya a valorar la experiencia adquirida en empresas de transporte de Vitoria-

Gasteiz. Se valorará la experiencia en cualquier empresa de transporte de 

cualquier territorio nacional (no sólo en las públicas) e incluso a nivel 

internacional.

OCTAVO: Apreciaciones del OARC / KEAO

El recurrente pretende la anulación de los siguientes criterios de adjudicación:

7.1. Criterios de valoración cuantificables matemáticamente (Criterios Económicos): hasta 

60 puntos

La valoración se realizará de la siguiente forma:

(…)

7.1.2. Acciones de Prevención de siniestralidad en la flota. Se valorará con hasta 10 puntos a la 

oferta que acredite una mayor experiencia en asegurar vehículos destinados exclusivamente al 

Transporte Urbano de Viajero/as). Se aportarán Declaraciones originales de empresas de 

transporte Urbano de Viajeros, en que se acrediten haber recibido en los 3 últimos años por parte 
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de la correduría acciones de prevención de siniestralidad de la Flota, indicando el nombre de la 

acción y el periodo de duración de la misma. Así pues, se valorará con 5 puntos a la oferta con 

mayor número de acreditaciones, con 0 puntos a la que menos, y al resto de manera 

proporcional.

7.1.3. Experiencia en la gestión de Pólizas de seguros de Circulación de los Autobuses de 

transporte urbano de viajeros/as. Se valorará la Capacidad de gestión comercial en el sector: el 

mediador deberá indicar una relación del número de vehículos destinados exclusivamente al 

Transporte Urbano que intermedia a nivel nacional, y las empresas a las que pertenecen, con el 

objeto de otorgar un máximo de 10 Puntos a la oferta que garantice una mayor experiencia en 

este sentido, en la fecha de la presentación de ofertas. Así pues, se valorará con 10 puntos a la 

oferta que acredite el mayor número de autobuses gestionados, con 0 puntos a la que menos, y 

al resto de manera proporcional.

A la vista de todo ello, se exponen las apreciaciones del OARC / KEAO sobre los 

motivos del recurso.

a) La experiencia realmente valorada en las cláusulas impugnadas

Se observa que tanto el recurso como el informe del poder adjudicador 

interpretan de forma diferente el contenido de las cláusulas impugnadas, pues 

mientras el primero afirma que no cabe valorar la experiencia del licitador como 

criterio de adjudicación, el segundo, en algunos puntos de su informe, apunta a 

que la experiencia lo es del personal adscrito a la realización del servicio. Sin 

perjuicio del desarrollo de esta cuestión que se efectuara en el apartado b), se 

puede adelantar que la valoración en el procedimiento de adjudicación de la 

experiencia del licitador en abstracto y la del personal adscrito a la ejecución del 

contrato se efectúan en fases diferenciadas y obedecen a finalidades diferentes 

por lo que procede fijar, antes que nada, cuál es el aspecto de la oferta evaluable 

según la redacción de dichas cláusulas.

En primer lugar, se aprecia que la cláusula 7.1.2 del PCAP evalúa la experiencia 

obtenida en las “Acciones de prevención de siniestralidad de la flota” y, según la 

dicción literal del criterio, quien debe acreditarla es la correduría, siendo el medio 

probatorio solicitado para evaluar este criterio de forma matemática las 

“Declaraciones originales de empresas de transporte urbano de viajeros”. Por su parte, el 
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criterio de adjudicación desarrollado en la cláusula 7.1.3 pretende valorar la 

Capacidad de gestión comercial en el sector y a tal efecto evalúa la experiencia en la 

gestión de pólizas de seguros de circulación de autobuses de transporte urbano 

de viajeros/as, y la valoración recae sobre el número de vehículos intermediados 

a nivel nacional. Habida cuenta que la intermediación únicamente la puede 

acreditar quien goza de la aptitud para realizar la actividad de distribución de 

seguros (artículo 128 en relación con el artículo 135.1.b) del Real Decreto-ley 

3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al 

ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el 

ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros 

privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios 

fiscales), el criterio de adjudicación, aunque su literalidad no lo exprese, 

únicamente se puede referir a la experiencia del corredor que licite el contrato, 

no a la del personal adscrito a la ejecución. 

En segundo lugar, ha de tenerse en cuenta que el PCAP cuando quiere valorar 

la experiencia del personal que el licitador se compromete a adscribir a la 

ejecución del contrato lo manifiesta de forma expresa, tal y como se aprecia en 

los criterios de adjudicación de la cláusula 7.2 en los que se valora, entre otros 

aspectos, la cualificación y experiencia del personal adscrito en el Diseño del 

Plan de Gestión de Riesgos y Seguros y en el Diseño del Plan de Gestión y 

Tramitación de siniestros y reclamaciones; mención que no figura en las 

cláusulas impugnadas. 

Consecuentemente, la valoración de los criterios de adjudicación impugnados se 

refiere a la experiencia de los licitadores en general y no a la del personal que 

se adscriba a la ejecución del contrato.

b) Sobre la experiencia del licitador como criterio de adjudicación

Como es bien conocido, la verificación de la aptitud de los contratistas para 

ejecutar el contrato que se ha de adjudicar y la adjudicación del contrato son dos 

operaciones diferentes que se rigen por normas diferentes (STJUE asunto C-
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31/87, sentencia Beentjes, EU:C:1988:422, apartados 15 y 16). Así, los criterios 

de selección cualitativa están vinculados, en esencia, a la apreciación de la 

aptitud de los licitadores para ejecutar el contrato (STJUE asunto C‑532/06, 

sentencia Lianakis, EU:C:2008:40, apartados 30 a 32), mientras que los criterios 

de adjudicación deben estar dirigidos a identificar la oferta más ventajosa 

económicamente (apartado 19 sentencia Beentjes). Ello implica que se excluyan 

como «criterios de adjudicación» aquellos que no van dirigidos a identificar la 

oferta económicamente más ventajosa, sino que están vinculados, en esencia, 

a la apreciación de la aptitud de los licitadores para ejecutar el contrato en 

cuestión (apartado 30 sentencia Lianakis). Por esta razón, el artículo 145.2, 

párrafo segundo, de la LCSP, dispone que los criterios de adjudicación estén 

vinculados al objeto del contrato y posibilita el fijar como criterio de adjudicación 

La organización, cualificación y experiencia del personal adscrito al contrato que vaya a ejecutar 

el mismo, siempre y cuando la calidad de dicho personal pueda afectar de manera significativa 

a su mejor ejecución; criterio de adjudicación respecto del cual este OARC / KEAO 

ha manifestado con anterioridad (ver, en este sentido, la Resolución 189/2019) 

que no se restringe a las prestaciones de carácter intelectual, pero sí que exige 

que la calidad del personal adscrito al contrato pueda afectar «de manera 

significativa» a su mejor ejecución.

Trasladado todo lo anteriormente señalado a los criterios de adjudicación 

impugnados, se observa que valoran la capacidad del licitador para ejecutar el 

contrato, pero no están dirigidos a evaluar la oferta concreta de ejecución del 

contrato en orden a seleccionar la oferta económicamente más ventajosa. En 

particular, el criterio de adjudicación Acciones de Prevención de siniestralidad en la flota, 

valora las acciones realizadas por el licitador para otras empresas puntuando a 

tal efecto una determinada experiencia acumulada en el pasado, pero ni solicita 

ni valora la propuesta de acciones para la flota de TUVISA en cuyo 

aseguramiento va a intermediar. Por su parte, el criterio desarrollado en la 

cláusula 7.1.3 del PCAP pretende evaluar la Capacidad de gestión comercial 

puntuando a tal efecto el número de vehículos en los que se ha intermediado, lo 

cual únicamente podrá ser acreditado por el licitador y, al igual que ocurre con la 

experiencia, no se trata de un criterio orientado a valorar un aspecto de la oferta 
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contractual sino la capacidad genérica del licitador para ejecutar el contrato. A 

este respecto, se ha de tener en cuenta que conforme al artículo 58.1 de la 

Directiva 2014/24/UE sobre contratación pública, a cuya transposición obedece 

la LCSP, los poderes adjudicadores solo podrán imponer los criterios de 

selección referidos a la habilitación, a la solvencia económica y financiera y a la 

capacidad técnica y profesional como requisitos de participación, lo que descarta 

que puedan ser formulados como criterios de adjudicación.

Finalmente, procede señalar que el poder adjudicador no se puede amparar en 

el supuesto del artículo 145.2. 2º de la LCSP, ya que no se evalúan por los 

criterios impugnados ni la organización ni la cualificación y experiencia del 

personal adscrito, que son objeto de valoración en los criterios de adjudicación 

sujetos a juicio de valor. En definitiva, se valora una característica del licitador, 

propio de la solvencia y valorable como requisito de participación pero que no 

puede ser criterio de adjudicación.

c) Conclusión

Consecuentemente, el recurso debe ser estimado. La anulación de las cláusulas 

impugnadas conlleva la cancelación de la licitación debido a que la normativa de 

la Unión Europea aplicable a los contratos públicos obliga a la entidad 

adjudicadora a cancelar la licitación cuando en el marco del procedimiento de 

recurso especial se declare la ilegalidad de una decisión relativa a alguno de los 

criterios de adjudicación y, por tal motivo, dicha decisión sea anulada por el 

órgano que conoce del recurso (ver, por ejemplo, la resolución 189/2019 de este 

OARC / KEAO y la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 4 

de diciembre de 2003, asunto C-448/01, ECLI:EU:C:2003:651, así como el 

artículo 57.2 de la LCSP). 

Por todo lo expuesto, de acuerdo con lo establecido en el artículo 46.1 de la 

LCSP y en la Disposición Adicional Octava de la Ley 5/2010, de 23 de diciembre, 

por la que se aprueban los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
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de Euskadi para el ejercicio 2011, la Titular del Órgano Administrativo de 

Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi:

RESUELVE

PRIMERO: Estimar el recurso especial en materia de contratación interpuesto 

por EUROMEX CORREDURÍA DE SEGUROS INTEGRAL, S.L. contra los 

pliegos del contrato “Servicios de mediación de seguros y corretaje de riesgos y 

seguros para Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. (TUVISA)”, tramitado por 

Transportes Urbanos de Vitoria, S.A. (TUVISA), anulando las cláusulas 7.1.2 y 

7.1.3 del PCAP y cancelando la licitación.

SEGUNDO: Notificar este acuerdo a todos los interesados en este 

procedimiento.

TERCERO: De acuerdo con el artículo 57.4 de la LCSP, requerir al poder 

adjudicador para que dé cuenta a este Órgano de las actuaciones adoptadas 

para dar cumplimiento a la presente resolución.

CUARTO: Contra la presente resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo 

cabe la interposición de recurso contencioso- administrativo (artículo 44.1 Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, LJ) en el 

plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a la notificación de la misma 

(artículo 46. 1 LJ), ante el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco (artículo 

10 k) LJ), de conformidad con el artículo 59.1 de la LCSP.

Vitoria-Gasteiz, 2020ko ekainaren 17a

Vitoria-Gasteiz, 17 de junio de 2020


